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       Provincia de Buenos Aires
Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE LEY 

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de,

LEY 

ARTÍCULO 1.- Modificase el Art. 72 del Decreto - Ley Nº 9650/1980, el que quedará redactado de la siguiente manera:
 “ARTÍCULO 72.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, cuando el afiliado reuniere los requisitos para obtener el beneficio, podrá optar, si lo estimare como mas conveniente en el momento de la solicitud para que el cómputo se cierre a esa fecha, aunque no hubiere cesado en la actividad. Esta opción es revocable y los servicios prestados entre la fecha de solicitud y la del efectivo cese darán derecho a reajuste a su solo pedido por el período comprendido entre ambos momentos. Dicho pedido se deberá extender por escrito y contendrá su firma certificada por escribano o autoridad judicial, pero no se exigirán términos sacramentales o fórmulas predispuestas bastando la simple manifestación de la voluntad en ese sentido. En caso de duda se interpretará a favor del afiliado.”
ARTÍCULO 2.-  Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS
Señor Presidente de la Honorable Cámara de Diputados 

De la Provincia de Buenos Aires,

Ctdor. Horacio GONZÁLEZ.

                                                                                                 Tengo el honor de dirigirme a Ud. a los fines de elevar el presente proyecto de ley para su consideración y tratamiento por la Honorable Cámara.

Paso a fundar las razones que motivan este proyecto de ley.

SITUACIÓN EXISTENTE. PERJUICIOS. 

Comenzaré citando el texto actual del artículo del Régimen Previsional provincial que propongo reformar, reitero, como está vigente hoy. Dice así: ARTÍCULO 72.- (Texto según Decreto-Ley 10053/83). Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, cuando el afiliado reuniere los requisitos para obtener el beneficio, podrá optar, en el momento de la solicitud para que el cómputo se cierre a esa fecha, aunque no hubiere cesado en la actividad. Esta opción es irrevocable y los servicios prestados entre la fecha de solicitud y la de cese no darán derecho a reajuste o transformación alguna.

Ahora bien. En primer lugar obsérvese que es una de las últimas normas que la dictadura militar logró dictar en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, y está por cumplir treinta años. No dudo que ha quedado desactualizada. La misma puede “justificarse” en un contexto de represión y ajuste económico permanente en contra del pueblo y específicamente entre uno de sus sectores más vulnerables como es el de la tercera edad. Al día de hoy, con los vientos que afortunadamente corren, se ha transformado en una rémora intolerable de nuestro doloroso pasado, y al que no queremos volver.

También es cierto que su mecanismo es perverso y está pergeñada por los hacedores legislativos de la dictadura provincial para perjudicar a los trabajadores que están por alcanzar la ansiada jubilación. La democracia no puede tolerar esas patrañas.

El mecanismo de la norma vigente, como dije, es perverso, confiscatorio, inconstitucional, violenta los derechos adquiridos de nuestros trabajadores, y rompe la igualdad ante la ley. Veamos como se produce ese perjuicio, es muy sencillo como el Estado coopta los fondos vía aportes previsionales y luego, por la trampa de la opción irrevocable, los confisca y no los devuelve. Por ejemplo, un trabajador en actividad en nuestra provincia o municipios, al 1° de Enero de 2.011 reúne los requisitos para obtener el beneficio jubilatorio, entonces hace la “opción” para que su cómputo de servicios se cierre a esa fecha, pero continúa en la actividad y por supuesto sigue aportando al sistema provincial; que pasa, ¿donde se produce el perjuicio? Como la tramitación del beneficio puede durar años (por caso entre 2 ó 3, o más), y no obstante que se sigue aportando (como recién dije) hasta que se realiza el efectivo cese, ese período que va desde el pedido de cierre de cómputo hasta el efectivo cese, luego no es reconocido por el Estado empleador. La norma dice: “Esta opción es irrevocable y los servicios prestados entre la fecha de solicitud y la de cese no darán derecho a reajuste o transformación alguna”. 

Respecto de  las jubilaciones y pensiones, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha reconocido la competencia del legislador para fijar el método de actualización de los haberes, entre otras cuestiones, pero no le ha dado un "cheque en blanco", de modo que pueda establecerlo de cualquier modo. En tal sentido, el máximo tribunal ha elaborado, métodos interpretativos, como ser:  * No debe olvidarse el carácter alimentario del beneficio, sustitutivo de lo que el titular percibía, debiéndole permitir una subsistencia decorosa, acorde con la que tuvo mientras trabajaba (CSJN, Fallos: 328:1602, in re "Sánchez, Maria del Carmen c/ Anses s/ Reajustes varios" del 17-5-2005) ; * La vulneración de los parámetros citados conducen a la confiscatoriedad (CSJN, Fallos 330:4866, in re "Badaro, Adolfo Valentín c/ Anses s/ Reajustes varios" del 26-11-2007).
Esta verdadera confiscación pública debe ser desterrada de nuestro derecho por violatoria de Pactos Internacionales a los que la Argentina ha adherido y de la Constitución Nacional lo mismo que la Provincial. Se encuentran comprometidos y violentados: Constitución Nacional, Arts. 14, 14 bis, 16, 17, 18, 28, 31 y concordantes. De la Declaración Universal de Derechos Humanos: Arts. 7, 22, 23, 24, 25 y concordantes. De la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre: Art. 16 y concordantes. Del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y Civiles y su Protocolo Facultativo: Art. 9 y concordantes. De la Convención Americana sobre Derechos Humanos: Art. 21, 24, 31, y concordantes. De la Constitución Provincial: Arts. 11, 31, 39, 40, y concordantes.   

Es intolerable, injustificado, inconstitucional, y arbitrario que se hagan aportes que luego no formarán la base para el cálculo jubilatorio correspondiente.  

PALMARIA INCONSTITUCIONALIDAD. LOS PRINCIPIOS DE IRRENUNCIABILIDAD, JUSTICIA SOCIAL, PRIMACÍA DE LA REALIDAD, INDEMNIDAD E INTERPRETACIÓN FAVORABLE.
El actual Artículo 72 del Decreto – Ley 9650/1980 está en pugna con el Art. 39 inc. 3° de la Constitución Provincial, el que expresa: “El trabajo es un derecho y un deber social… Inc. 3°: En materia laboral y de seguridad social regirán los principios de irrenunciabilidad, justicia social, gratuidad de las actuaciones en beneficio del trabajador, primacía de la realidad, indemnidad, progresividad y, en caso de duda, interpretación a favor del trabajador” (Sin negrita ni subrayado en el original)

Veamos. El Art. 72 permite renunciar lisa y llanamente a condiciones mas favorables, lo que como observamos está en pugna directa con el Art. 39 inc. 3° de la Constitución Provincial citado. Se establece la irrenunciabilidad a favor del trabajador porque es la parte débil frente a un Estado que es especializado, cuenta con personal idóneo, está bien capacitado para decidir y conoce la ley que va a aplicar a fondo, lo que no ocurre con la casi totalidad de quien va a acogerse a los beneficios jubilatorios, por lo que ese es el motivo de la IRRENUNCIABILIDAD, lo que implica que nadie la puede dejar de lado, ni aunque haya una ley, como en el caso el Decreto – Ley Nº 9650 que si lo permite, contrariando la norma constitucional de superior jerarquía normativa, por lo que debe ser entonces derogada, al permitir la renunciabilidad de derechos económico - patrimoniales a quienes a veces, o en la mayoría de los casos, por no ser especialistas en derecho previsional, no logran comprender el alcance futuro del acto de renuncia y los perjuicios que le acarreará.

El principio de justicia social, tan caro al pueblo argentino, se encuentra también dejado de lado con normas como la que aquí estoy impugnando. Lejos de ello consagra a favor del Estado una odiosa discriminación y confiscación pública.

El principio de primacía de la realidad también se encuentra sin vigencia dado que al no considerar aportes jubilatorios efectivamente percibidos, la jubilación resultante es fruto de un cálculo de menor cantidad de aportes, estableciendo así una ficción atento a no considerarse la totalidad del esfuerzo laboral y pagar entonces un beneficio acorde; por ello también se menoscaba el principio de indemnidad, en este caso de los aportes, los que se ven menguados en beneficio del empleador obligado al futuro pago previsional, con el agravante de que durante el lapso que dura el trámite jubilatorio el trabajador puede ascender de categoría y/o mejorar su sueldo, o tener mas antigüedad en el empleo, no lo que no se verá reflejado al momento de liquidarse la jubilación.

Estos principios que son verdaderas conquistas sociales son operativos por si mismos y no necesitan reglamentación para cobrar vigencia en cada caso concreto. Son estos todos los principios y bases sobre las que se asienta el edificio del derecho laboral y derecho previsional provincial, y todo lo que vaya en su desmedro debe ser derogado por inconstitucional.

Y la norma que propongo sancionar, a tono con la manda constitucional, consagra el principio de interpretación más favorable al trabajador, por lo que entiendo remediar así la inconstitucionalidad señalada.

Además, sabido es que en materia de legislación previsional campea el principio del orden público, por lo que los derechos otorgados no pueden ser renunciados ni dejados de lado por cualquier motivo que este sea ya que son indisponibles para los particulares y para el propio Estado, comprendiendo al "seguro social", "al sistema previsional" mencionados en el art. 14 bis de la Constitución Nacional y a la "asistencia social" deducible, no solo de dicha cláusula sino del articulo 75, inciso 19 y 23. 

El estado es quien debe ser el primer sujeto en defenderlos y afianzarlos, ya que la responsabilidad primaria en materia de seguridad social es estatal; se trata de una competencia concurrente entre la Nación y las provincias, circunstancia que se ha visto reafirmada con la inclusión del articulo 125, segundo párrafo, en la reforma constitucional de 1994 "Las provincias y la Ciudad de Buenos Aires pueden conservar organismos de seguridad social para los empleados públicos y los profesionales ...".

LA NORMA PROPUESTA.

A los fines de remediar esta situación anómala y a todas luces perjudicial para la clase trabajadora pronta a jubilarse, vengo a proponer que dicho artículo quede redactado así: “ARTÍCULO 72.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, cuando el afiliado reuniere los requisitos para obtener el beneficio, podrá optar, en el momento de la solicitud para que el cómputo se cierre a esa fecha, aunque no hubiere cesado en la actividad. Esta opción es revocable y los servicios prestados entre la fecha de solicitud y la del efectivo cese darán derecho a reajuste a su solo pedido. Dicho pedido se deberá extender por escrito y contendrá su firma certificada por escribano o autoridad judicial, pero no se exigirán términos sacramentales o fórmulas predispuestas bastando la simple manifestación de la voluntad en ese sentido. En caso de duda se interpretará a favor del afiliado.”

Con ello se le da la opción al trabajador de que pida el cierre de cómputos en una fecha, por reunir los requisitos y porque así lo estima como mas favorable, continuar en actividad, y luego, en base a los aportes que continuó realizando, con una simple nota, pedir el reajuste o recalculo de aportes para jubilarse como debe ser, es decir, que se le computen la totalidad de aportes efectuados y no solo una parte.

No hay perjuicio tampoco para el Estado, ya que la futura jubilación reflejará con exactitud la base de aportes efectivamente realizada por el beneficiario, con lo cual tampoco se detraen recursos estatales sino que son los propios del trabajador los que pasan a fundar su jubilación.

Esta iniciativa está a tono y acorde con los Pactos Internacionales en la materia, y nuestras Cartas Magnas Nacional y Provincial. 

Ya que es concordante, entre otras, con el inciso 23 del Art. 75, incorporado en la reforma de 1994, por el cual se dispone como obligación del Congreso "legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad, como asimismo dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del periodo de enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tiempo de lactancia" 

Por los fundamentos vertidos, solicito a los señores Legisladores acompañen con su voto la presente iniciativa.

